El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL / ELEMENTOS / EXISTENCIA DEL CONTRATO / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA / NO LA TIENE QUIEN NO FUE PARTE DE LA RELACIÓN CONTRACTUAL / PRINCIPIO DE CONGRUENCIA / PREVALECE SOBRE EL DEBER DEL JUEZ DE INTERPRETAR LA DEMANDA CUANDO ÉSTA ES CLARA.
El artículo 305 del Código de Procedimiento Civil, aplicable en este caso en el que el proceso no ha hecho tránsito legislativo, dice en su parte pertinente que “La sentencia deberá estar en consonancia con los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este código contempla, y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley…” (…)
De manera más reciente, la Corte, en fallo de 16 de julio de 2008 , reiterada el 15 de julio de 2010… expresó: 

“… En fin, lo que aquí se quiere significar es que cuando el actor ha explicitado de manera unívoca y contundente la especie de responsabilidad que quiere hacer valer contra el demandado, no le es dado al fallador desdeñar esa elección ni alterar a su gusto, sin importar los móviles que lo alienten, la clara y expresa decisión del demandante.” 

De acuerdo con esa jurisprudencia, la facultad del juez para definir el litigio no es absoluta, encuentra límites en las pretensiones que le plantea el demandante y en los hechos sobre los que ellas se edifican…
En este caso, a juicio de la Sala, el juzgado incurrió en incongruencia, pues basta examinar el contenido del escrito con el que se formuló la acción para concluir con toda seguridad que fue una responsabilidad de naturaleza contractual la que se invocó como fuente de las indemnizaciones que se reclaman…
Por activa, está legitimado el joven John Fredy Muñoz Gil, al aducir su calidad de pasajero del vehículo en el que dice se le causaron daños y como parte del contrato de transporte sobre el que se edificaron las pretensiones.

No lo está el señor Óscar Humberto Muñoz Ruiz, padre de la víctima directa, pues no adujo ser parte del contrato de transporte sobre el que se edificaron las pretensiones de la demanda. Él hubiese podido reclamar con fundamento en una responsabilidad de naturaleza extracontractual que no fue invocada en la demanda…
La jurisprudencia y doctrina han decantado que son elementos de la responsabilidad civil contractual, los siguientes: a) la existencia de contrato válido; b) el incumplimiento imputable al deudor contractual; c) el daño y d) la relación de causalidad entre los dos últimos.

En relación con el primero de tales presupuestos, correspondía a la parte demandante demostrar la existencia del contrato de transporte que sirvió de supuesto fáctico para elevar las pretensiones de la demanda. (…)
… para que se configure el contrato de transporte no se requiere ninguna formalidad adicional al consenso de las partes de prestar y recibir el servicio y como lo tiene dicho la Corte Suprema de Justicia, con el propósito de probar esa existencia, viable es inferirlo de la afirmación de la parte, es decir, basta su manifestación de que se transportaba en el vehículo, siempre que no haya sido controvertido…
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A mi juicio, han debido tasarse las agencias en derecho en el fallo porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 19 de la ley 1395 de 2010, y liquidarse las costas en esta sede, de acuerdo con el numeral 1º del artículo 393 de la misma obra, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la providencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso…

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, noviembre catorce (14) de dos mil diecinueve (2019)
Acta No. 568 de noviembre 12 de 2019
Radicación 05001-31-03-015-2004-00070-01
En cumplimiento del Acuerdo PCSJA19-11327, expedido por el Consejo Superior de la Judicatura el 26 de junio de 2019, procede esta Sala a resolver el recurso de apelación que interpusieron las partes, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quince Civil del Circuito de Medellín, el 30 de julio de 2010,  en el proceso ordinario sobre responsabilidad civil contractual instaurado por el señor Óscar Humberto Muñoz Ruíz, en su propio nombre y como representante legal de su hijo menor John Fredy Muñoz Gil, contra las señoras Amilvia del Socorro Tavera Vahos y Matilde Vahos Agudelo.

ANTECEDENTES 

1. Solicita la parte actora se declare que las demandadas incumplieron su obligación contractual de conducir sano y salvo al menor actor y en consecuencia, se les condene a pagarle las sumas de $800.000 por daño emergente; $6.000.000 por daño emergente futuro; $10.000.000 por daños fisiológicos y $10.000.000 por perjuicios morales y por el mismo concepto, la suma de $8.000.000 al padre del citado joven.

Además pidieron que tales condenas fueran indexadas y se condenara a las demandadas a pagar las costas del proceso.

2. Como hechos constitutivos de la causa petendi, la parte actora invocó en la demanda los que a continuación se sintetizan:
2.1 El 29 de mayo de 2002, el joven John Fredy Muñoz Gil, en compañía de su amigo Cristian, en la carrera 46 con calle 120 de Medellín, abordaron en calidad de pasajeros la buseta TII-051, conducida por la señora Amilvia de Socorro Tavera Vahos; al detenerse, empezaron a bajarse del automotor algunas personas; otras ingresaron, entre ellas el menor demandante, quien para entonces tenía doce años; se acomodó entre las escaleras y la puerta, pero sin permitir que los pasajeros se ubicaran correctamente y sin cerrar la puerta, la conductora inició la marcha del vehículo.

2.2 Con el movimiento brusco y el hacinamiento de los pasajeros, el menor fue lanzado desde el interior, recibiendo un fuerte impacto contra el pavimento; quedó bloqueado por la acera de la vía y el automotor “acto seguido le paso el tracto las rodillas, fracturándole ambas piernas”, le generó graves daños y perdió el sentido. Sin reparar en los gritos de varias personas, “la buseta emprendió su viaje”, restando importancia a la suerte del pequeño; continuó su recorrido hasta cuando algunas personas del sector obligaron a la conductora a regresar al lugar de los hechos, recogió a la víctima y con ayuda de otras personas, lo trasladaron a la Unidad Intermedia Santacruz; luego fue remitido al Hospital Infantil San Vicente de Paul, donde permaneció el tiempo necesario para que lo intervinieran quirúrgicamente. 

2.3 Después de salir del hospital le enyesaron ambas piernas por dos meses aproximadamente; luego le hicieron terapias y hubo de emplear muletas para caminar; se trasladó para zona rural al lado de su padre y tuvo que interrumpir sus estudios.

2.4 La Secretaría de Tránsito y Transporte de Medellín, mediante Resolución 569 del 6 de septiembre de 2002, sancionó a la conductora, al encontrarla infractora del artículo 178 numeral 21 del CNT.
2.5 El menor sufrió fracturas en ambas piernas, hubo de ser intervenido quirúrgicamente; quedó con secuelas por las cicatrices; las que deben ser corregidas con cirugía plástica; terminado el tratamiento, el médico le recomendó cuidarse mucho y por tal razón dejó de realizar las actividades que antes hacía, las que se describen.
2.6 Después de citar normas del Código de Comercio relacionadas con el contrato de transporte, se dijo que la propietaria del vehículo con el que se causaron los daños es la señora Matilde Vahos Agudelo y la conductora Amilvia Tavera Vahos y que el incumplimiento de las obligaciones contractuales son claras como se demostró dentro del proceso contravencional de tránsito.
3. Por auto del 2 de marzo de 2004 se admitió la demanda.

4. Trabada la relación jurídica procesal, las demandadas, por medio de apoderado común, dieron respuesta al libelo. Negaron la mayoría de los hechos en los que se les adjudica responsabilidad; respecto de otros, expresaron que nos les constaban. Se opusieron a las pretensiones y como excepciones perentorias propusieron las que denominaron inesistencia (sic) de la responsabilidad civil alegada; culpa exclusiva de la víctima; falta de causa para demandar; enriquecimiento sin causa; exagerada tasación de perjuicios y falta de requisito de procedibilidad. 
5. Las citadas señoras llamaron en garantía a la sociedad Cóndor S.A. Compañía de Seguros Generales, con fundamento en la póliza de seguro de responsabilidad civil extracontractual No. 1019350, tomada por Cootransnor.

6. El representante de aquella sociedad, respecto de los hechos de la demanda, dijo que no le constaban y que se oponía a las pretensiones. Frente al llamamiento que se le hizo, afirmó que suscribió el contrato de seguro a que se refieren las demandadas, para amparar los daños que sufra el asegurado y que deberán circunscribirse al daño emergente. Como excepciones de fondo propuso las de culpa exclusiva de la víctima, responsabilidad de los padres, los daños reclamados deberán circunscribirse al daño emergente, no procede el cobro de lucro cesante, límite de responsabilidad de la aseguradora, prescripción y la genérica. 

7. Vencido el término de traslado de las excepciones de fondo, dentro del cual se pronunció la parte demandante, se realizó la audiencia que regulaba  el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil, sin que se hubiese logrado la conciliación.

8. Luego se decretaron las pruebas solicitadas, y practicadas en lo posible se dio traslado a las partes para alegar, oportunidad que ambas aprovecharon. 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se produjo el 30 de julio de 2010. En ella, el señor Juez Quince Civil del Circuito de Medellín declaró civilmente responsables a las demandadas, a quienes condenó a pagar al demandante John Fredy Muñoz Gil las sumas de $11.260.000 por daño emergente y $6.000.000 por perjuicio fisiológico y $5.000.000 al señor Óscar Humberto Muñoz Ruiz por perjuicios morales; ordenó a la llamada en garantía reembolsar a la llamante lo que se vea obligada a pagar por daño emergente y condenó a las accionadas a pagar las costas del proceso.

Para decidir así, en síntesis, encontró acreditados los elementos de la responsabilidad civil extracontractual con la Resolución N. 569 del 6 de septiembre de 2002, por medio de la cual la autoridad de tránsito de Medellín determinó la responsabilidad contravencional de la conductora del vehículo con el que se causaron los daños y con los testimonios de las señoras Gloria Cecilia Gómez y Luz Marelly Quiceno Flórez, de los que dedujo que “es costumbre de los conductores y de los pasajeros que habitan el sector, acercarlos desde el sector donde ocurrió el accidente en forma gratuita hasta el final del recorrido de la ruta”. También se expresó en esa providencia que no se había demostrado ser hecho notorio que grupos al margen de la ley exijan conducir con la puerta abierta; que se autorizó a un menor ingresar al vehículo, al aparecer sin pagar y debió la conductora confirmar que el pasajero había ingresado totalmente al habitáculo; no se demostró si la autorización fue para una sola persona o para un número plural de ellas, pero “de todos modos fue un comportamiento imprudente la del conductor y la del ayudante no advertir las condiciones en que se otorgo (sic) el permiso para ingresar al micro-bus, casi las condiciones extremas del medio (noche y lloviendo) obligaban a quien piloteaba atender con mayor diligenciamiento esa labor”, pero se enteró del accidente cuadras después, de donde se deduce que obró “confiadamente en su pericia con los resultados en contra”.

Dijo además que la excepción de prescripción no estaba llamada a prosperar y no se pronunció sobre las demás propuestas. Luego liquidó el monto de los perjuicios a cuyo pago fueron condenadas las demandadas y se pronunció sobre el llamamiento en garantía para decir que la póliza respectiva cubre los gastos médicos, quirúrgicos, farmacéuticos y hospitalarios hasta por 60 SMMLV. 

IMPUGNACIÓN

Inconforme con el fallo, lo impugnaron las partes y la llamada en garantía.

La demandada consideró que se violó el principio de congruencia, al tratar el asunto como si se tratara de una responsabilidad civil extracontractual, cuando se invocó una de naturaleza contractual; criticó la valoración de la prueba testimonial e insiste en que no se cumplió el principio de procedibilidad que exige intentar la conciliación previa.
Los demandantes censuran  la providencia porque no están de acuerdo con la forma y cuantía en que se tasaron los perjuicios.

La compañía de seguros llamada en garantía, estima que no se demostró la responsabilidad de las demandadas.

CONSIDERACIONES 

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de mérito se encuentran reunidos y ninguna causal de nulidad se observa que pueda afectar la actuación.

2. Es menester establecer en primer lugar la clase de responsabilidad, contractual o extracontractual, que se invocó como fundamento de las pretensiones, para establecer, si como lo alegan las demandadas el fallo resultó incongruente.

El artículo 305 del Código de Procedimiento Civil, aplicable en este caso en el que el proceso no ha hecho tránsito legislativo, dice en su parte pertinente que “La sentencia deberá estar en consonancia con los hechos y las pretensiones aducidos en la demanda y en las demás oportunidades que este código contempla, y con las excepciones que aparezcan probadas y hubieren sido alegadas si así lo exige la ley. No podrá condenarse al demandado por cantidad superior o por objeto distinto del pretendido en la demanda, ni por causa diferente a la invocada en ésta…”.
La demanda y su contestación, en cuanto recogen las posturas de las partes en el proceso delimitan el contenido del litigio y es por ello que de conformidad con la norma transcrita, el juez, al desatar la controversia, debe hacerlo con sujeción a ellas, sin que esté autorizado para hacerlo desbordando los linderos que los contendientes fijaron, porque en tal forma produce un fallo extra petita que desconoce el principio de la congruencia. 


Al respecto la Corte Suprema de Justicia, cambiando lo que hay que cambiar, ha dicho: 
“… si bien es cierto que a los jueces les ha sido reservada la misión de efectuar la correcta calificación jurídica de los hechos litigados que resulten probados, labor en la que satisfechas ciertas condiciones (G. J, Ts. XLI, Bis, pág. 233, y XLIX, pág. 229) no los atan por principio las equivocaciones en que haya podido caer la parte interesada al citar normas destinadas apenas a ilustrar la cuestión planteada, también es verdad que siendo la demanda pieza esencial en el común de los procesos de naturaleza civil y las declaraciones categóricas en ella contenidas pauta de forzosa observancia al momento de fallar (G. J, T. LXVI, pág. 76), aquellos funcionarios no cuentan con autoridad ninguna para, en correría ilimitada y arbitraria, llegar hasta desestimar las susodichas declaraciones, seleccionando de oficio acciones y vías legales no utilizadas por las personas legitimadas para hacerlo, luego salta a la vista la especial importancia que tiene la escogencia de la acción y la manera de enderezarla, habida cuenta que como lo señala la jurisprudencia, ".... de estas circunstancias depende muchas veces el resultado favorable o adverso de la demanda, ya que la sentencia con que termina el juicio no puede considerarse legalmente como verdadera decisión de la controversia sino en cuanto recaiga determinada y exclusivamente sobre la acción intentada y la manera en que lo haya sido, especialmente la forma en que hayan sido emplazadas las partes para sostener el debate...." (G. J, t. LIV, pág. 444)… sin embargo, que el poder del que viene haciéndose mérito lo circunscriben precisos límites que, sin incurrir en el vicio de incongruencia positiva, no pueden ser rebasados pues en cuanto a la demanda toca, de manera constante ha sido insistente la doctrina jurisprudencial en señalar que "...determinada claramente en la demanda cual es la sentencia judicial que persigue el actor, es decir cuál debe ser la materia sobre la que haya de recaer el fallo, no puede salirse el sentenciador de ese ámbito que le marca el propio actor, para fallar en sentido diverso a las súplicas de la demanda.." (G. J, T. LXXXI, pág. 700) lo que en otras palabras equivale a sostener, en la actualidad por lo demás con inequívoco fundamento en el texto del Art. 305 del C de P. C, modificado por el Art. 1º, Num. 135, del Decreto Ley 2282 de 1989, que el acatamiento del deber de congruencia reclama que el juicio jurisdiccional emitido en la sentencia se ajuste, no sólo a los hechos litigados sino también a la pretensión entablada de tal modo que no sean alterados los elementos que individualizan a esta última… para los órganos sentenciadores es en absoluto vinculante la clase de acción ejercitada por el demandante y si no cuentan con autoridad para variarla desconociendo a su arbitrio los elementos subjetivos y objetivos que la identifican, preciso es inferir entonces que, ante un caso dado en el que se hagan valer pretensiones a las que el actor, mediante declaraciones categóricas de su libelo, les haya asignado una clara configuración extracontractual, aquellos órganos no pueden modificar esta faz originaria de la litis y resolver como si se tratara del incumplimiento de obligaciones emergentes de un contrato… Estas diferentes esferas en que se mueven la responsabilidad contractual y la extracontractual no presentan un simple interés teórico o académico ya que en el ejercicio de las acciones correspondientes tan importante distinción repercute en la inaplicabilidad de los preceptos y en el mecanismo probatorio..." (G. J. T LXI, pág. 770).

De manera más reciente, la Corte, en fallo de 16 de julio de 2008
, reiterada el 15 de julio de 2010
, avaló la precedente jurisprudencia acerca de la vigencia de las diferenciaciones entre las acciones contractual y extracontractual, y antes de referirse a las diversas corrientes doctrinarias sobre el particular, expresó: 

“No se trata, en verdad, de una cuestión de mera nomenclatura o denominación de los fenómenos jurídicos, o de una manifestación intrascendente y de escaso o nulo valor vinculante para el juez, o que éste, por diversas razones, pueda pasar por alto o examinarlo con desdén; por el contrario, en la situación actualmente existente en la doctrina y la jurisprudencia patria, la diferenciación entre una y otra especie de responsabilidad civil  (contractual o extracontractual)  es asunto destinado a producir diversas consecuencias y a reflejar efectos de disímil temperamento en materias cardinales tales como el régimen probatorio (particularmente en torno al onus probandi); la extensión y resarcimiento del daño, la prescripción de la acción, el examen de la culpa, la viabilidad de las cláusulas de exoneración o limitación, entre muchas otras.”

Para concluir, de manera concreta que:

“En fin, lo que aquí se quiere significar es que cuando el actor ha explicitado de manera unívoca y contundente la especie de responsabilidad que quiere hacer valer contra el demandado, no le es dado al fallador desdeñar esa elección ni alterar a su gusto, sin importar los móviles que lo alienten, la clara y expresa decisión del demandante.” 

De acuerdo con esa jurisprudencia, la facultad del juez para definir el litigio no es absoluta, encuentra límites en las pretensiones que le plantea el demandante y en los hechos sobre los que ellas se edifican; también, en las excepciones que propone el demandado, sin perjuicio de las facultades oficiosas que la ley le otorga.

En este caso, a juicio de la Sala, el juzgado incurrió en incongruencia, pues basta examinar el contenido del escrito con el que se formuló la acción para concluir con toda seguridad que fue una responsabilidad de naturaleza contractual la que se invocó como fuente de las indemnizaciones que se reclaman. En efecto, en las pretensiones se solicitó declarar que las demandadas incumplieron su obligación contractual de conducir sano y salvo al joven John Fredy Muñoz quien se transportaba como pasajero  al interior de la buseta de placas TII-051, y como supuestos fácticos se expresó que el demandante abordó ese vehículo como pasajero; se citó el artículo 982 del Código de Comercio que impone aquel deber y en general se expresó que las demandadas incumplieron sus obligaciones contractuales; el poder se otorgó por el señor Óscar Humberto Muñoz Ruiz, en su propio nombre y en representación de su hijo John Fredy Muñoz Gil, para iniciar un proceso de responsabilidad civil contractual y se fundamentó la demanda en los artículos 981 a 1007 que regulan el contrato de transporte. 

Así también lo interpretó la parte demandada, que al ejercer su derecho de defensa alegó la inexistencia del contrato de transporte
Aunque el juez está facultado para interpretar la demanda, cuando la errada responsabilidad, contractual o extracontractual, es posible adjudicarla a imprecisiones del libelo en la exposición de los hechos o de las pretensiones, en el caso bajo estudio no resulta posible hacerlo porque, se reitera, las declaraciones solicitadas, los hechos en que se fundamentan y las normas invocadas guardan expresa relación con una de naturaleza contractual y para iniciar una de esta clase se confirió el poder al abogado que representa a los accionantes.

Sin embargo, sin fundamento legal alguno, el juzgado trató la cuestión como si de una responsabilidad civil extracontractual se tratara y así decidió el litigio, situación que se remediará en esta providencia, en la que se definirá el litigio con sustento en la responsabilidad que efectivamente alegaron los actores. Así se define uno de los aspectos del recurso objeto de decisión, concretamente el que interpusieron las demandadas.

3. Se pronunciará a continuación este tribunal sobre la legitimación en la causa de las partes, pues a pesar de ser obligatorio su análisis en la sentencia, omitió hacerlo el juzgado. Al respecto ha dicho la corte Suprema de Justicia:
“… la legitimación en la causa, o sea, el interés directo, legítimo y actual del ‘titular de una determinada relación jurídica o estado jurídico’ (U. Rocco, Tratado de derecho procesal civil, T. I, Parte general, 2ª reimpresión, Temis-Depalma, Bogotá, Buenos Aires, 1983, pp. 360), tiene sentado la reiterada jurisprudencia de la Sala, ‘es cuestión propia del derecho sustancial y no del procesal, por cuanto alude a la pretensión debatida en el litigio y no a los requisitos indispensables para la integración y desarrollo válido de éste’ (Cas. Civ. Sentencia de 14 de agosto de 1995 exp. 4268), en tanto, ‘según concepto de Chiovenda, acogido por la Corte, la ‘legitimatio ad causam’ consiste en la identidad de la persona del actor con la persona a la cual la ley concede la acción (legitimación activa) y la identidad de la persona del demandado con la persona contra la cual es concedida la acción (legitimación pasiva) (Instituciones de Derecho Procesal Civil, I, 185)” (CXXXVIII, 364/65), por lo cual, ‘el juzgador debe verificar la legitimatio ad causam con independencia de la actividad de las partes y sujetos procesales al constituir una exigencia de la sentencia estimatoria o desestimatoria, según quien pretende y frente a quien se reclama el derecho sea o no su titular’ (Cas. Civ. Sentencia de 1° de julio de 2008, [SC-061-2008], exp. 11001-3103-033-2001-06291-01), pues es obvio que si se reclama un derecho por quien no es su titular o frente a quien no es el llamado a responder, debe negarse la pretensión del demandante en sentencia que tenga fuerza de cosa juzgada material, a fin de terminar definitivamente ese litigio, en lugar de dejar las puertas abiertas, mediante un fallo inhibitorio para que quien no es titular del derecho insista en reclamarlo indefinidamente, o para que siéndolo lo reclame nuevamente de quien no es persona obligada, haciéndose en esa forma nugatoria la función jurisdiccióonal cuya característica más destacada es la de ser definitiva’ (casación de 3 de junio de 1971, CXXXVIII, litis. 364 y siguientes)” (cas. civ. sentencia de 14 de octubre de 2010, exp. 11001-3101-003-2001-00855-01). (Extracto transcrito en SC del 13 de octubre de 2011, rad. 11001-3103-032-2002-00083-01, cuyo sentido permanece inalterado, Cfr. SC2642-2015, de 10 marzo 2015,  rad. 11001-31-03-030-1993-05281-01)….”

3.1 Por activa, está legitimado el joven John Fredy Muñoz Gil, al aducir su calidad de pasajero del vehículo en el que dice se le causaron daños y como parte del contrato de transporte sobre el que se edificaron las pretensiones.

No lo está el señor Óscar Humberto Muñoz Ruiz, padre de la víctima directa, pues no adujo ser parte del contrato de transporte sobre el que se edificaron las pretensiones de la demanda. Él hubiese podido reclamar con fundamento en una responsabilidad de naturaleza extracontractual que no fue invocada en la demanda, como se explicara líneas atrás, y por ende, frente a él, se negarán las súplicas de la demanda.
3.2 Por pasiva están legitimadas las demandadas. La señora Matilde Vahos Agudelo en su calidad de propietaria del vehículo con el que se dice fueron causados los daños cuya indemnización se reclama; así lo  acredita el certificado expedido por la Secretaría de Transportes  y Tránsito de Medellín allegado con la demanda
. Amilvia del Socorro Tavera Vahos, en su calidad de conductora, hecho que no fue objeto de controversia en el plenario y que puede considerarse acreditado con el testimonio rendido por la señora Gloria Cecilia Gómez Vahos, quien dijo que el día del accidente a que se refieren los hechos de la demanda, era la citada señora quien conducía el vehículo de servicio público en el que se dice iba como pasajero el menor demandante, y ella, su ayudante, encargada de cobrar el pasaje. Esas calidades, además fueron aceptadas por las citadas damas, al responder los hechos primero y catorce.
4. La jurisprudencia y doctrina han decantado que son elementos de la responsabilidad civil contractual, los siguientes: a) la existencia de contrato válido; b) el incumplimiento imputable al deudor contractual; c) el daño y d) la relación de causalidad entre los dos últimos.

5. En relación con el primero de tales presupuestos, correspondía a la parte demandante demostrar la existencia del contrato de transporte que sirvió de supuesto fáctico para elevar las pretensiones de la demanda.

El artículo 981 del Código de Comercio, subrogado por el 1º del Decreto extraordinario 01 de 1990, en el inciso 1º lo define así: “El transporte es un contrato por medio del cual una de las partes se obliga para con la otra, a cambio de un precio, a conducir de un lugar a otro, por determinado medio y en el plazo fijado, personas o cosas y entregar éstas al destinatario…”.
Y como lo enseña el inciso 2º del mismo artículo, es consensual, porque “se perfecciona por el solo acuerdo de las partes y se prueba conforme a las reglas generales”.

De acuerdo con esa disposición, para que se configure el contrato de transporte no se requiere ninguna formalidad adicional al consenso de las partes de prestar y recibir el servicio y como lo tiene dicho la Corte Suprema de Justicia
, con el propósito de probar esa existencia, viable es inferirlo de la afirmación de la parte, es decir, basta su manifestación de que se transportaba en el vehículo, siempre que no haya sido controvertido
. En este caso, las demandadas niegan que el menor demandante viajara como pasajero en el automotor conducido por una de ellas y de propiedad de la otra.
5.1 En el asunto bajo estudio está ausente la prueba que acredite la existencia de ese convenio.
5.1.1 Con la demanda no se aportó prueba alguna que lo demuestre. En efecto:

5.1.2 En la copia auténtica del informe de accidentes, expedido por la Secretaría de Transportes y Tránsito de Medellín, se señalan como víctimas (pasajeros y peatones) a Jhon Fredy Muñoz Gil, sin que se expresara de manera concreta en cuál de esas condiciones lo hacía. Además se anotó la versión de la conductora, que dijo: “Yo pare (sic), para coger la pendiente y el niño se pegó de la puerta y al parecer otros jóvenes lo empujaron y cayó al piso”
.
5.1.3 La copia auténtica de la Resolución No. 569 del 6 de septiembre de 2002, expedida por la Secretaría de Transporte y Tránsito de Medellín, por medio de la cual se sancionó a la señora Amilvia del Socorro Tavera Vahos con multa, a favor del Fisco Municipal, por haber infringido el artículo 178 numeral 21 del C.N.T., menciona a John Fredy Muñoz Gil como pasajero del vehículo de placas TII-051, conducido por la citada señora cuando se produjo el accidente acaecido el 29 de mayo de 2002, pero no se refiere a las pruebas con las que en esa actuación se acreditó esa calidad y por ende, no resulta prueba idónea para demostrarla
.

5.2 La parte demandada desconoció su existencia, al aducir, en el escrito por medio del cual se dio respuesta al libelo, que el menor demandante no abordó el vehículo; trató de colgarse por fuera de la carrocería cuando el automotor estaba en movimiento; se cayó y así fue atropellado. 
5.3 Los testigos escuchados en la etapa probatoria a instancias de la parte actora, tampoco demuestran la existencia del contrato de transporte de pasajeros.
5.3.1 El señor Alexis Galeano Vargas
 dijo que vio el accidente y lo describió diciendo que estaba más o menos a una cuadra del lugar donde acaeció; observó el carro “y dio la volteo (sic) o (sic) mano derecho (sic) y ahí fue cuando cayó el pelao”; la puerta  estaba abierta; no vio cuando el joven se subió, tampoco sabe si canceló el pasaje; producida la caída, el carro siguió la marcha y se detuvo como a cuadra y media por los gritos. Sin embargo, más adelante, al preguntársele si alcanzó a ver al menor al interior del vehículo dijo: “Cuando me di cuenta es porque el pelado estaba en el suelo”.

De esas aseveraciones no puede inferirse con seguridad si efectivamente  se percató el deponente de la caída del menor, cuando estaba en su interior, cerca de la puerta delantera, o lo vio solo cuando ya estaba en el suelo, pues a ambas cosas se refirió, sin que el juzgado o los apoderados de las partes le hubiesen pedido aclarar la cuestión. De esa manera, sus dichos no se ofrecen claros e  impiden encontrar en ellos, con seguridad, que como pasajero se transportaba en el vehículo con el que se causó el accidente.

5.3.2 Luis Olmedo Restrepo Franco
 no lo vio, y por ende, sus versiones nada aportan sobre la existencia del contrato de transporte.

5.3.3 Iván Darío Parra Restrepo
 tampoco observó el accidente, pero le contaron que John Fredy se iba a subir a un colectivo, en esas arrancó y lo atropelló contra el andén; también, que iba como pasajero, pero no supo por cuál de las puertas se cayó.
De tal testimonio puede decirse lo mismo que del anterior, y agregar que los hechos que al respecto narró los conoció por comentarios de otra persona, la que tampoco mencionó,  ni al respecto se le interrogó. Es un testigo de oídas que nada con grado de verosimilitud transmite.
5.3.4 Elber Alexánder Molina Franco
 tampoco vio el accidente, conoció del hecho por comentarios de Alexis Galeno, testigo que ya se valoró, y quien le contó “que anoche el colectivo que va por la casa piso (sic) a JOHN FREDY, el hijo de OSCAR (sic), y le piso (sic) los dos pies, y no se sabe si fue brutalmente arrollado, o el vehículo al ir en marcha se salió de el (sic)”.

Es también un testigo de oídas que nada aporta al proceso, pero del que se confirma que el señor Alexis Galeano, testigo antes referido,  tampoco sabe con seguridad si el menor John Fredy fue expulsado del vehículo o arrollado por él.
5.3.5 Albeiro de Jesús Parra Restrepo
 empezó diciendo de manera contradictoria, o tal vez se produjo una transcripción errónea de su versión, “Yo vi el accidente, me lo contaron”. Sin embargo, del contenido íntegro de su versión se infiere que también es un testigo de oídas, pues afirmó que le dijeron que el joven se subió al bus “y antes la (sic) cerrar el (sic) fue tirado al piso al arrancar sin él acomodarse bien: él cayó, y que había sufrido lesiones en los pies…”. Más adelante expresó que esos comentarios se los hizo Alexis Galeano, pero de ellos, como ya se ha dicho, tampoco puede inferirse con seguridad que la víctima haya abordado el vehículo, ni que se desplazara en él como pasajero, pues, se repite, ese testigo no fue claro al respecto.
5.4 El análisis en conjunto de esas pruebas tampoco permite evidenciar que el joven John Fredy Muñoz Gil se desplazara como pasajero en el vehículo de transporte público conducido por la señora Amilvia Tavera Vahos, pues la mayoría de los deponentes no presenció el accidente y el único que dice haberlo visto, no fue claro al indicar si el menor cayó del automotor o si ese hecho se produjo estando fuera de él.

5.5 A instancias de la parte demandada se escucharon los siguientes testimonios:

5.5.1 Gloria Cecilia Gómez Vahos
, ayudante de la conductora del vehículo, concretamente quien cobraba el pasaje, dijo que John Fredy estaba con un compañerito llamado Cristian, ese día estaba cayendo mucha agua, en mayo de 2002, los muchachos del barrio Popular acostumbran  subirse o colgarse de las puertas de los carros; el vehículo se detuvo en la 20, a descargar pasajeros y a entregar la tarjeta al despachador; en el lugar Cristian le pidió autorización para subirse; ella lo hizo; el carro empezó a subir la pendiente y dieron la vuelta; en la mitad del camino, un compañero que iba en moto le dijo a Milvia que había atropellado a un  niño; se asustaron y se devolvieron, encontrando al menor John Fredy, lo recogieron y lo llevaron a la Clínica Santa Cruz. Explicó que ella iba en la parte delantera, en la cabina, con la conductora; que después del sito que menciona como “la 20”, nadie pagó el pasaje; deben andar con las puertas abiertas “porque los muchachos de la comuna son los que mandan porque si uno lleva las puertas cerradas se gana un problema o hasta lo matan a uno”.
Los dichos de esa deponente resultan dignos de credibilidad, pues resultaron claros, completos y responsivos. De ellos puede inferirse que el citado menor no se desplazaba como pasajero, pues la testigo  ocupaba el microbús del que se dice en la demanda cayó la víctima,  como ayudante de la conductora, quien ocupaba con ella la cabina, y ambas supieron del accidente después de ocurrido, porque un compañero en moto les avisó, más delante de donde ocurrió. 

5.5.2 Luz Marielly Quiceno Flórez dijo que se desplazaba como pasajera en el vehículo conducido por Amilvia, al que nunca ingresó John Fredy; lo hizo un amigo que lo acompañaba; aquel corrió pero no alcanzó a subirse, y no se percataron de que lo hubiera pisado; ella iba en la banca de adelante, al lado derecho y nunca vio al menor en su interior; que después del sitio conocido como “la 20”, iban seis pasajeros; se bajó en una parte conocida como la 20 hacia arriba; en la puerta acostumbran los muchachos colgarse del carro; que después de ese sitio no se paga pasaje y que se dio cuenta del accidente, al otro día.

Aunque esa testigo también fue clara, completa y responsiva en sus apreciaciones, nada aporta al proceso para demostrar lo que es objeto de controversia, pues a pesar de que iba como pasajera en el microbús con el que se dice fueron causados los daños cuya indemnización se reclama, no se percató del accidente sino hasta el día siguiente y en esas condiciones, no puede encontrarse en sus afirmaciones la prueba de si lo ocupaba o no el tan mencionado menor para cuando ese hecho se produjo.
5.6 Las demás pruebas que obran en el plenario, como la historia clínica de la víctima y la calificación de su invalidez no resultan idóneas para demostrar la existencia del contrato de transporte en que se fundamentan las pretensiones. 
5.7 Con el interrogatorio absuelto por el señor Oscar Humberto Muñoz Ruiz se trató de obtener su confesión, la que no se logró, pues de sus dichos lo que se infiere es que no presenció el accidente.

5.8 El análisis en conjunto de las pruebas recaudadas tampoco permite concluir la existencia del contrato de transporte en que se fundamentan las pretensiones, pues ninguna lo pone en evidencia, y por el contrario, del testimonio rendido por la ayudante de quien conducía el microbús puede inferirse que el joven John  Fredy Muñoz Gil no ocupaba el microbús como pasajero.
6. De acuerdo con el anterior análisis probatorio, puede concluirse que la parte demandante dejó de cumplir la carga que le impone el numeral 1º del artículo 177 del Código de Procedimiento Civil Civil, según el cual “Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen…”.
En efecto, no acreditó la existencia del contrato de transporte de pasajeros del que dan cuenta los hechos de la demanda y por tanto, no es del caso analizar los demás presupuestos de la responsabilidad civil contractual que se citaron en otro aparte de esta providencia.

En consecuencia, como no resultaba procedente acceder a las pretensiones elevadas, resultó desacertada la decisión adoptada por el funcionario de primera sede, que sin fundamento probatorio y con sustento en una responsabilidad de naturaleza extracontractual, accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda.
DECISIONES Y CONCLUSIÓN 

Se revocará el fallo que se revisa y en su lugar, se negarán las súplicas de la demanda, lo que releva a la Sala de analizar las excepciones propuestas y el llamamiento en garantía.
La parte demandante será condenada a pagar las costas causadas en ambas instancias, sin que se fijen las agencias en derecho en esta providencia, porque para la mayoría de la Sala debe aplicarse en ese aspecto el Código General del Proceso, que no manda hacerlo así. En consecuencia, se ordenará que sean liquidadas por el juzgado de primera sede, en los términos del artículo 366 del Código General del Proceso.

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Quince Civil del Circuito de Medellín,  el 30 de julio de 2010,  en el proceso ordinario sobre responsabilidad civil contractual instaurado por el señor Óscar Humberto Muñoz Ruíz, en su propio nombre y como representante de su hijo menor John Fredy Muñoz Gil, contra las señoras Amilvia del Socorro Tavera Vahos y Matilde Vahos Agudelo. En su lugar, se niegan las súplicas de la demanda.
SEGUNDO: Costas en ambas instancias a cargo de la parte demandante, a favor de la parte demandada. El Juzgado de primera sede fijará las agencias en derecho, de acuerdo con el artículo 366 del Código General del Proceso.

Notifíquese,

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

(Con salvamento parcial de voto)

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
Pereira, noviembre 14 de 2019

SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO

Magistrada Ponente

: Claudia María Arcila Ríos

Expediente No.
        
: 05001-31-03-015-2004-00070-01

Proceso          

: Ordinario

Demandante  
: Óscar Humberto Muñoz Ruiz y otro 

Demandado            
: Amilvia del Socorro Tavera Bahos y otra

Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo la razón por la que me aparté parcialmente de la decisión que por mayoría se aprobó, en la sentencia proferida en la fecha, en el proceso de la referencia, concretamente la que se relaciona con lo relativo a la condena en costas que en ella se impuso.

A mi juicio, han debido tasarse las agencias en derecho en el fallo porque así lo dispone el numeral 2º del artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el 19 de la ley 1395 de 2010, y liquidarse las costas en esta sede, de acuerdo con el numeral 1º del artículo 393 de la misma obra, aunque en la actualidad esté vigente el Código General del Proceso que ya no manda hacerlo así y con fundamento en las reglas sobre la aplicación de la ley procesal en el tiempo.

En efecto, como el recurso de apelación contra la providencia proferida en primera instancia se interpuso en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es ese estatuto el que debe aplicarse durante todo el trámite de la alzada de acuerdo con el artículo 40 de la ley 153 de 1887, modificado por el 624 del Código General del Proceso, que dice: 

“Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir. 

Sin embargo, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones. 

La competencia para tramitar el proceso se regirá por la legislación vigente en el momento de formulación de la demanda con que se promueva, salvo que la ley elimine dicha autoridad”.
De acuerdo con esa disposición, las normas procesales son de aplicación inmediata, aun respecto de los procesos pendientes, pero esa regla general admite algunas excepciones, concretamente aquellas que enlista en el inciso 2º, dentro de las cuales se incluye, para hacer referencia al caso concreto, la de los recursos interpuestos, que se rigen por la ley vigente para la fecha en que se propusieron.

Esa excepción ordena entonces aplicar la ultractividad de la ley antigua respecto de los recursos interpuestos bajo su imperio. En esas condiciones, como el de apelación que formuló la parte demandante lo fue en vigencia del Código de Procedimiento Civil y no se había desatado cuando entró a regir el Código General del Proceso, su trámite ha de terminar regulado por el primero, lo que permite obtener un orden procesal.

Y es que el trámite del recurso finaliza con la ejecutoria de la providencia que lo defina, pero si se impone condena en costas, lo será con la del auto que apruebe su liquidación, pues el numeral 1º del artículo 393 del Código de Procedimiento Civil, atrás citado, ordena liquidarlas al Tribunal o juzgado de la respectiva instancia o recurso, inmediatamente quede ejecutoriada la providencia que las imponga.

En conclusión, no podía aplicarse el Código General del Proceso en la propia sentencia que desató el recurso, pues el trámite de este no había terminado.

En relación con ese tránsito legislativo, dijo la Corte Suprema de Justicia:

“1.- Cuestión de primer orden es precisar el referente adjetivo al que se acudirá, en lo que fuere pertinente, habida cuenta que mientras que este litigio comenzó con el Código de Procedimiento Civil (julio de 2014), en la fase del recurso extraordinario cobró vigencia integral el General del Proceso, producto de la expedición por el Consejo Superior de la Judicatura del Acuerdo No. PSAA15-10392 de 1° de octubre de 2015, que en su artículo 1° dispone: “El Código General del Proceso entrará en vigencia en todos los distritos judiciales del país el día 1º de enero del año 2016, íntegramente”. 

La sucesión temporal o tránsito legislativo luego de la iniciación de un juicio apareja interrogantes complejos y, por lo mismo, en ocasiones, de difícil solución. En el campo teórico, esa problemática puede resolverse de tres formas: (i) aplicando la ley anterior hasta la definición del pleito; (ii) incorporando la nueva a todos los actos posteriores a su vigencia; o (iii) empleando para unas actuaciones la novel normativa y para otras la que le precedió. 

La Ley 1564 de 2012 sigue, en los artículos 624 y 625, que son los que tratan puntualmente el asunto, un sistema mixto. 

En efecto, el primer canon, modificatorio del artículo 40 de la ley 153 de 1887, trae una regla general sobre la aplicación inmediata de la ley procesal, con ciertas salvedades relativas a la ultractividad, taxativamente señaladas a saber: “los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones”. 

El segundo, apartándose del postulado general, ofrece unas orientaciones específicas destinadas a preservar la vigencia temporal y excepcional de la norma derogada, no en todos los procesos, sino en los ordinarios, abreviados, verbales y ejecutivos, y sólo hasta determinadas etapas. Y, también aquí, el legislador se cuidó de repetir las salvedades del 624 en lo concerniente a recursos interpuestos, pruebas decretadas, audiencias convocadas, diligencias iniciadas, términos que estén corriendo, incidentes en curso y notificaciones que se estén surtiendo. 

En ese orden de ideas, el funcionario judicial frente a un caso de sucesión o tránsito de legislación, debe preguntarse, en primer término, la clase de proceso que se está tramitando, luego la etapa que se está surtiendo y después cotejarla o compararla con las pautas del 625 id. 

Acá, por ejemplo, se trata de un juicio ordinario que cuenta con fallos de primera y segunda instancia, de manera que ese precepto indica en el numeral 1, literal c), que “proferida la sentencia, el proceso se tramitará conforme a la nueva legislación”. Sería, entonces, el Código General del Proceso el llamado a gobernar las actuaciones postreras al veredicto, lo que finalmente no ocurre, en atención a que la excepción legislativa, inserta en ese canon y en el 624, determina que cuando se ha interpuesto un recurso (no se precisa cual, luego ello cobija ordinarios y extraordinarios), la preceptiva aplicable será la del tiempo de su formulación, que aquí es el C. de P. C., atendiendo que la impugnación extraordinaria se planteó el 8 de junio de 2012. 

Consecuencia necesaria y natural de la precitada inferencia, es la de que al transitar esta casación por el camino del Código de Procedimiento Civil, todo lo que se derive de su discurrir y resolución, incluso la expedición de copias o certificaciones, el reconocimientos de personería, la condena en costas y su tasación, el decreto y práctica de pruebas (si ello se ordena previa sentencia sustitutiva), cumple rituarlo con esa codificación. 

Lo contrario implicaría mezclar en un mismo escenario y con alternancia, dos codificaciones procesales, lo que atentaría con el mínimo de seguridad o certeza jurídica que debe acompañar la sustanciación de los litigios. Para los usuarios del sistema de administración de justicia, que buscan la tutela efectiva de sus derechos, debe ofrecerse una hermenéutica que les provea certidumbre sobre las normas que regulan el conflicto jurídico respecto del cual se solicita la decisión...”
 
Y no es ese un criterio aislado. Lo mismo dijo en sentencia del 26 de octubre de 2016: “Resulta pertinente precisar, que de acuerdo con el artículo 624 del Código General del Proceso, modificatorio del precepto 40 de la Ley 153 de 1887, para resolver el recurso se tomarán en cuenta las disposiciones del Código de Procedimiento Civil, al hallarse este vigente para cuando comenzó su trámite…”
 En esa providencia también fijó las agencias en derecho y ordenó liquidar las costas con sujeción al artículo 393 del Código de Procedimiento Civil. En la misma forma procedió el 11 de noviembre del año citado
, el 18 de abril de 2017
, el 13 de diciembre de este último año
, el 6
, el 13
, y el 23 de agosto de este año
.

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada
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